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Introducción

En 1993, el Congreso de la República expidió 

la ley 99 que dio vida al Ministerio del Medio 

Ambiente, reordenó el sector público encarga-

do de la gestión y conservación del medio am-

biente y los recursos naturales y creó el Sistema 

Nacional Ambiental (Sina), “conjunto de orien-

taciones, normas, actividades, recursos, progra-

mas e instituciones que permiten la puesta en 

marcha de los principios generales ambientales 

contenidos en esta ley”.

Veinte años después, es importante contar con 

un análisis a profundidad sobre el desarrollo de 

lo dispuesto en dicha norma, para conocer a 

fondo cómo ha sido la evolución de la institu-

cionalidad en el sector y los retos que se tienen 

a futuro; tarea que adelantó en 2014 el Foro 

Nacional Ambiental (FNA), espacio que busca 

la integración de la dimensión ambiental a las 

políticas de desarrollo en Colombia a partir de 

la reflexión. 

Para cumplir con la misión que se propuso eva-

luar el impacto de la norma, el FNA encomendó 

a Ernesto Guhl Nannetti, director del Instituto 

para el Desarrollo Sostenible (Quinaxi) y exvi-

ceministro de Medio Ambiente, un análisis a 

fondo de las actividades desarrolladas por el 

Ministerio del Medio Ambiente durante estas 

dos décadas, comparándolas con las que se le 

asignaron en la ley, centradas en lograr el equi-

librio entre medio ambiente y desarrollo. Guhl 

adelantó el trabajo apoyado por un equipo de 

investigadores y en entrevistas con personas 

relacionadas con el asunto desde distintos cam-

pos y perspectivas. 

El Foro solicitó también a Pablo Leyva, consul-

tor experto en ambiente y desarrollo y exdirec-

tor del Instituto de Hidrología, Meteorología y 

Estudios Ambientales de Colombia (Ideam), un 

análisis de la gestión y la perspectiva de los ins-

titutos de investigación del Sina, señalados en 

la ley 99 y creados por diferentes decretos en 

19941.

1	 Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios 
Ambientales, Ideam (decreto 1227); Instituto de In-
vestigaciones Marinas y Costeras �José Benito Vives 
de Andreis�, Invemar (decreto 1276); e Instituto de 
Investigación de Recursos Biológicos “Alexander von 
Humboldt”; Instituto Amazónico de Investigaciones 
Científicas “Sinchi”; e Instituto de Investigaciones 
Ambientales del Pacífico “John von Neumann”, es-
tos tres últimos creados mediante el decreto 1603.
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Las dos evaluaciones fueron objeto de reflexión 

durante dos foros convocados por Fescol y el 

FNA. Uno de ellos, en mayo de 2014, se cen-

tró en el Ministerio del Medio Ambiente y, en 

general, en el Sina. El otro, en septiembre del 

mismo año, tuvo como eje central los institutos 

de investigación. En dichos encuentros partici-

paron cuatro exministros (Cecilia López, Juan 

Lozano, Manuel Rodríguez y Eduardo Verano) 

de los trece que han estado al frente de la car-

tera en estos veinte años de labores, así como 

representantes del sector público y privado, 

organizaciones no gubernamentales, universi-

dades, centros de investigación, comunidades 

y ambientalistas. 

Este documento recoge las reflexiones que se hi-

cieron en esos espacios y las líneas generales de 

los textos de Guhl y Leyva. En ese sentido, pre-

senta un balance general de los veinte años del 

Sina y de los de los institutos de investigación, 

con sus avances y retos, y una serie de recomen-

daciones o propuestas para fortalecer la insti-

tucionalidad del sector ambiental colombiano, 

pero, sobre todo, para responder a los desafíos 

de un desarrollo sostenible y repensar a fondo el 

modelo desarrollo requerido por el país.

El Sina, veinte años después

Al contar con una nueva institucionalidad am-

biental, con dos décadas de historia y trayec-

toria, se podría pensar que Colombia cuenta 

con una radiografía completa del estado del 

ambiente, su evolución y sus tendencias. De 

igual forma, con una serie de recomendaciones 

presentadas desde la ciencia para alcanzar el 

desarrollo sostenible, que darían las bases para 

una política ambiental transversal y una protec-

ción y conservación de los recursos naturales. 

Sin embargo, esto no se da. 

Los resultados de los trabajos de Ernesto Guhl 

Nannetti y de Pablo Leyva, así como los co-

mentarios de los participantes en los dos foros, 

coinciden en señalar que en los últimos tres 

gobiernos (los dos del presidente Álvaro Uribe, 

2002-2006; 2006-2012; y el primero de Juan 

Manuel Santos, 2010-2014), las instituciones 

ambientales se debilitaron y las herramientas 

para la gestión ambiental no se desarrollaron. 

Es más, perdieron la efectividad limitada que 

habían alcanzado después de la puesta en mar-

cha del Ministerio del Medio Ambiente, con 

lo que la política a largo plazo, objetivo de la 

sostenibilidad, se ha subordinado a intereses 

sectoriales cortoplacistas. Esto se ve en el im-

pacto negativo de los ministerios de Agricultura 

y Desarrollo Rural, Hacienda y Crédito Público 

y Minas y Energía, que responden a intereses 

particulares, de sector, y según la política de 

cada gobierno. Solo en contadas excepciones 

se ve una política recurrente y continua para la 

protección, conservación y uso de los recursos 

naturales; lo común es que cada gobierno y, 

por tanto, cada director de las entidades públi-

cas, decida el rumbo del medio ambiente.

Los planes de desarrollo de los últimos tres go-

biernos son muestra de ello, habiéndole dado 

más importancia a lo económico que a lo social 

y lo ambiental, tal como lo evidencia el infor-

me de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos (Ocde). Este indica que 

el crecimiento económico logrado en Colombia 

en los últimos años ha sido a costa del capital 

natural y de la calidad del medio ambiente. 

En gran medida, esto es producto de que los 

dirigentes políticos del país han dejado en ma-

nos del sector privado la responsabilidad de la 

gestión ambiental, convirtiéndola en un campo 

para los negocios e incluyéndola en conceptos 

poco precisos como la responsabilidad social 

empresarial, y en mecanismos como las certifica-

ciones de calidad. Todo esto se refleja en la caída 

drástica de Colombia en el índice de desempeño 

ambiental, elaborado por las universidades de 

Columbia y Yale, al pasar del noveno lugar entre 

176 países en 2008, al puesto 85 en 2014.

En su documento, Guhl asegura que este pano-

rama se debe a que: 

la política ambiental en Colombia ha estado 
determinada principalmente por dos varia-
bles: la evolución internacional de la visión 
del medio ambiente y de la gestión ambien-
tal; y la situación interna del país en materia 
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de gobernabilidad y orden público. A lo largo 
de sus veinte años de vida, el Ministerio del 
Medio Ambiente ha ido adaptándose reacti-
vamente a estas fuerzas.

Mediante su comportamiento reactivo, el Minis-

terio del Medio Ambiente se ha limitado a res-

ponder a las demandas y presiones sectoriales y 

políticas provenientes del país y del exterior, ca-

reciendo de una visión proactiva y anticipatoria 

que defina las reglas del juego en función de la 

sostenibilidad territorial y los intereses naciona-

les a largo plazo. Ese comportamiento se debe, 

en parte, a que desconoce cómo aprovechar el 

capital que tiene en sus institutos y, en gene-

ral, en las entidades, programas y recursos que 

conforman el Sina, pues el Ministerio ha ido 

perdiendo la capacidad que tuvo en sus inicios 

de liderar y orientar el Sina, con lo que carece 

de una visión sistémica e integradora. 

Esa falta de liderazgo se ve, por ejemplo, en 

la incapacidad para poner en marcha un ver-

dadero sistema de información e investigación 

ambiental que soporte el sistema institucional 

ambiental vigente, la institucionalidad estatal, 

el gobierno y la sociedad para la búsqueda del 

desarrollo sostenible. Actualmente, existen sub-

sistemas con buena capacidad en los institutos 

de investigación adscritos al Ministerio, caso del 

Invemar y el Sinchi, pero no se tiene un sistema 

único. De acuerdo con Guhl:	

Hay otros subsistemas relacionados con el 
tema ambiental en otras instituciones que 
también tienen un buen desarrollo, pero lo 

que tenemos es que realmente la información 
ambiental se maneja a una escala que no es 
apropiada para la gestión sobre el territorio. Y 
hay un fenómeno aquí muy complicado que es 
la desarticulación entre la ciencia y la política, 
los resultados de la investigación, lo que hacen 
los investigadores sobre el tema ambiental, los 
desarrollos que tienen, no se incorporan a las 
decisiones políticas ni a las decisiones de las 
autoridades ambientales. 

La inestabilidad de la cartera del Medio Am-

biente ha tenido mucho que ver en esta situa-

ción. En veinte años de existencia han estado 

en ella trece ministros, es decir, 

un promedio de 1,3 años por 

ministro. “Pretender entonces, 

por ejemplo, hacer el estatuto 

de usos del suelo o la política 

nacional de población, con una 

inestabilidad de la cabeza del 

Ministerio de esa magnitud, es 

imposible”, señala Guhl.

Otro indicador de lo poco estable 

que ha sido para el país el interés 

por el medio ambiente es la asignación decre-

ciente en el presupuesto general de la nación 

(PGN) al Sina: mientras entre 1995 y 1998 los 

recursos asignados pasaron de 0,48% a 0,72% 

(546.000 millones de pesos), en los siguientes 

años empezaron a disminuir hasta llegar en 

2011 a una participación de 0,17%, la más 

baja del periodo analizado, con 147.000 millo-

nes de pesos. Siendo de 0,3% en 2014 (véase 

el grafico 1).

“Al igual que en el resto del 
mundo, la sociedad colom-
biana no ha logrado encon-
trar el camino hacia la sos-
tenibilidad. Por el contrario, 
la tendencia a empeorar la 
salud ambiental de su terri-
torio se mantiene, a pesar 
de los esfuerzos para cam-
biarla”, Ernesto Guhl Nan-
netti.

Gráfico 1. Porcentajes de la asignación presupuestal del PGN al Sina, 1995-2012*

* 2012: PGN apropiado.

Fuente: Rudas, 2012, citado por Econometría y DNP, 2012.
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Las tres etapas que han marcado           
el derrotero

De acuerdo con lo expuesto por Guhl, la situa-

ción actual del medio ambiente en Colombia 

en cuanto a la institucionalidad y la gobernanza 

responde al camino que han ido siguiendo los 

dirigentes colombianos en los últimos veinte 

años, camino que recorre, paralelamente, el 

concepto de gestión ambiental en el mundo.

Conservacionista

Surgida después del estudio del Club de Roma 

(1972) sobre los límites del crecimiento, título 

del documento, se centraba, fundamentalmen-

te, en la idea de que la humanidad tenía que 

conservar la capacidad de la naturaleza para 

generar bienes y servicios ambientales, tarea 

que debía ser del estado. Era un enfoque muy 

rural.

En esta etapa en Colombia se creó el Inderena 

(1968), se estableció el Código de los recursos 

naturales (1974), se crearon las áreas protegi-

das, los parques y los santuarios de fauna y flo-

ra, se promovió la participación en la gestión 

ambiental y se expidieron normas de calidad 

ambiental.

Desarrollo sostenible

Durante la cual se buscó la armonización entre 

las demandas de la sociedad y la capacidad de 

la naturaleza para satisfacerlas. En esta etapa 

se originó el concepto de desarrollo sosteni-

ble y se enfatizó en un enfoque de derechos. 

Se entendió que las personas tienen una serie 

de derechos con respecto al medio ambiente: 

disfrutar de un ambiente limpio y de agua en 

buenas condiciones, por ejemplo; por tanto, el 

estado, como garante de esos derechos, tenía 

un papel fundamental en la prestación de la 

gestión ambiental. Dichos planteamientos fue-

ron producto también de lo concertado en la 

Cumbre de Río. 

En esta etapa, en Colombia se incluyó lo am-

biental en la Constitución política de 1991, se 

creó el Ministerio del Medio Ambiente y se dis-

puso la organización del Sina mediante la ley 99 

de 1993; el país firmó y ratificó además conve-

nios internacionales, expidió normas de calidad 

ambiental y uso de instrumentos económicos, 

ordenó más áreas protegidas y logró incorporar 

lo ambiental en el pensamiento colectivo.

Privatización                                   
de la gestión ambiental

La etapa que se está viviendo hoy día, en la que 

el estado entregó parte de sus obligaciones re-

lacionadas con la gestión ambiental al sector 

privado, lo cual ha llevado a que el papel del 

estado y el de la sociedad se haya ido replegan-

do. Tendencia avalada además por la Organi-

zación de las Naciones Unidas con el concepto 

de economía verde y que ha complejizado el de 

gestión ambiental.

En esta etapa, el gobierno del presidente Uribe 

transformó el ministerio del Medio Ambiente y 

creó el de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Te-

rritorial, con lo el asunto ambiental perdió im-

portancia política y se profundizó la desarticula-

ción del Sina. También se debilitó el proceso de 

licenciamiento ambiental y de los instrumentos 

de gestión ambiental, al pasar las decisiones a 

manos de la Autoridad Nacional de Licencias 

Ambientales (Anla), creada en 2011, durante 

el primer gobierno de Juan Manuel Santos. 

Ese mismo año, el Ministerio se transformó de 

nuevo, creándose el de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible, separando lo ambiental del área de 

vivienda. 

El nuevo Ministerio y otras instituciones del go-

bierno debieron atender, y siguen haciéndolo, 

los conflictos centro-periferia, que se han ido 

incrementando. Los conflictos entre los intere-

ses nacionales y los regionales y locales, como 

se percibe en la minería, el desarrollo de hi-

droeléctricas y la construcción de proyectos de 

infraestructura, son asuntos que merecen aten-

ción constante. Por suerte se ha mantenido la 

creación de áreas protegidas. 

Avances de la institucionalidad

Los estudios de Guhl y Leyva, así como los co-

mentarios de los exministros, ambientalistas, 
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representantes de las ONG y del gobierno, en-

tre otros, señalan que los logros durante los 

veinte años de vigencia de la institucionalidad 

ambiental creada a partir de la ley 99 de 1993, 

han sido insuficientes para orientar al país hacia 

la sostenibilidad. Sin embargo, “si no fuera por 

ellos la situación sería peor”, afirma Guhl.

Dicha ley le da al Ministerio del Medio Ambien-

te más de cuarenta funciones que podrían agru-

parse en macrofunciones (principios directores), 

como la sostenibilidad, la conservación, la cali-

dad de vida, la participación, la integralidad, el 

conocimiento y la información, la formulación 

de políticas públicas, la normativa y regulación, 

el licenciamiento ambiental, la participación, la 

dirección y la coordinación del Sina, la articu-

lación interinstitucional, el conocimiento de la 

información y los recursos humanos y financie-

ros para lograr la sostenibilidad territorial. Ese 

copioso número de funciones muestra que el 

Ministerio del Medio Ambiente tiene en sus 

manos un asunto complejo, que en ciertos as-

pectos ha podido sortear exitosamente con lo 

cual puede presentar logros en su gestión.

A continuación, algunos de esos alcances:

ww El país cuenta con un pensamiento colecti-

vo de los asuntos ambientales. Conceptos 

como biodiversidad y cambio climático es-

tán en la mente de la gente. Se han consoli-

dado ideas para reducir la huella ecológica, 

promover el reciclaje y me-

jorar el uso de los recursos 

naturales. Existen proyectos 

de adultos y escolares que 

logran trascender.

ww La normativa expedida tie-

ne ciertas ventajas que, en 

comparación con otros paí-

ses, ubican a Colombia en 

una buena posición (gráfico 

2). Además, en estos veinte 

años se ha logrado formar 

un importante y valioso capital humano 

alrededor de lo ambiental. Expertos con 

conocimiento del asunto en el ámbito na-

cional y en el regional.

ww La extensión de áreas protegidas se ha am-

pliado. Hoy en día cerca de 12% del terri-

torio colombiano es parte de cincuenta y 

siete áreas de parques nacionales naturales 

(tabla 1). 	

ww En cuanto al conocimiento de la biodiver-

sidad, se ha avanzado, como lo muestra el 

Informe de biodiversidad. Y ha habido pro-

gresos también en sistemas de información 

y en políticas.

Gráfico 2. Cantidad de políticas ambientales expedidas, por materia, 1994-2012

“El gran tema de los próxi-
mos años no va a ser la lu-
cha solamente con las Farc 
y con las Bacrim, y con toda 
esta cosa terrible que tene-
mos, sino cómo manejar a 
una sociedad que está pro-
testando permanentemente 
por un modelo de desarrollo 
con el cual no ha estado de 
acuerdo”, Cecilia López.

Fuente: MADS, 2013 y DNP, 2013. Elaboración propia.
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ww Existen avances en el conocimiento del 

recurso hídrico y en el diseño de políticas 

para gestionarlo y conservarlo, como son 

las políticas de la gestión integrada del 

agua. Además, el Ideam prepara perma-

nentemente informes y estudios.

ww En la dimensión espacial, con el manejo del 

territorio, se ha buscado orientar los planes 

de ordenamiento territorial (POT) por medio 

de determinantes ambientales. Y se avanza 

en la delimitación de páramos y humedales 

para protegerlos de la actividad minera.

ww Se cuenta con conocimientos e informa-

ción importante sobre territorios y campos 

específicos, como lo muestran los trabajos 

hechos por los institutos de investigación 

(véase el aparte sobre los institutos) duran-

te estos veinte años.

Retos

El análisis de la institucionalidad ambiental y su 

labor en estos veinte años pone de presente una 

serie de desafíos que debe superar para alcanzar 

los propósitos para los cuales fue creada:

ww Responder a esa comunidad que valora el 

desarrollo sostenible y, por tanto, presiona 

al gobierno para que se enfoque en un mo-

delo de desarrollo sostenible, como lo evi-

dencian las manifestaciones en contra de 

los proyectos mineros, de infraestructura 

y, en general, en los movimientos sociales 

campesinos y agrarios.

ww Retomar la política de población que los 

gobiernos prácticamente abandonaron. 

No existe la política que se anunció, que 

el Ministerio del Medio Ambiente diseña-

ría en conjunto con el de Salud. Tampoco 

la de asentamientos humanos y expansión 

urbana, que debía elaborar con el antiguo 

Ministerio de Desarrollo.

ww Hacer que el estado retome su papel de 

regulador del sector privado para que este 

asuma una verdadera responsabilidad social. 

ww Entender que la Misión Rural es una gran 

oportunidad para hablar de desarrollo sos-

tenible. El Ministerio del Medio Ambiente 

y los institutos deben estar presentes para 

aportar su conocimiento a las decisiones 

que se tomen en este campo. 

ww Producir el estatuto de zonificación de uso 

adecuado del territorio para evitar futuros 

conflictos de intereses.

ww Lograr un sistema único de información, 

porque hoy la información está en subsis-

temas.

ww Implementar las políticas, las normas y los 

instrumentos que se han desarrollado en 

estos veinte años.

ww Mejorar y fortalecer lo alcanzado.

Tabla 1. Números de parques nacionales declarados, 1960-2013

Periodo Número de parques declarados

1960-1964 3

1965-1969 2

1970-1974 5

1975-1979 20

1980-1984 2

1985-1989 10

1990-1994 1

1995-1999 3

2000-2004 3

2005-2009 6

2010-2013 2

Total 57
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ww Lograr una sinergia, una sintonía, entre 

el conocimiento, la información y los ins-

trumentos con las necesidades de las co-

munidades y de los territorios para poder 

satisfacerlas. También, y especialmente, 

con el modelo de desarrollo sostenible que 

debe seguir el país.

ww Alinear las propuestas de economía verde 

con las políticas ambientales. 

	 Propuestas y recomendaciones

Teniendo presente que el objetivo por defini-

ción de la institucionalidad ambiental es la ges-

tión ambiental, y que de ello depende el rumbo 

que tome el país en un modelo de desarrollo u 

otro, a continuación se presenta una serie de 

propuestas o planteamientos que logren al-

canzar ese futuro sostenible. La Esta relatoría 

registra los planteamientos señalados reitera-

damente por quienes participaron en los foros 

y por quienes elaboraron los documentos que 

sirvieron de insumo para las reflexiones que se 

dieron en ellos, con el ánimo de contribuir en la 

elaboración de dichas propuestas.

ww Es importante acompañar a las comunida-

des negras e indígenas en la elaboración 

de un gran proyecto de conservación de la 

diversidad biológica y cultural. Este es uno 

de los planes más ambiciosos en el mundo 

de la conservación, ya que la biodiversidad 

en la que habitan dichas comunidades está 

muy amenazada.

ww Colombia necesita una política para la re-

lación con los demás países y organizacio-

nes internacionales en la que se proteja la 

visión de desarrollo sostenible que defina 

como nación.

ww Lo ambientalistas y exministros de Medio 

Ambiente cuentan con un capital político 

que es importante potenciar con el fin de 

beneficiar al sector y, por ende, al país.

ww El sector público y el privado necesitan un 

lenguaje común, aun cuando no necesaria-

mente compartido, para que entre ellos se 

genere un diálogo constructivo que permi-

ta entender mejor cómo tener una política 

minera y agraria ambientalmente adecua-

da. En general, cómo pueden estar en línea 

con el ambiente las acciones que se desa-

rrollen en todos los campos en los que el 

sector privado interviene.

ww Los pasivos ambientales del país deben ser 

cuantificados y analizados. De igual forma, 

debe determinarse cuál es la responsabili-

dad del sector privado en el impacto nega-

tivo sobre ellos y cómo se le sigue la pista 

a las empresas presentes en los mercados 

accionarios internacionales, que no obran 

de manera correcta con dichos recursos.

ww Las acciones que se adelantan en sectores 

en alto riesgo de ser afectados por el lavado 

de activos requieren una revisión rigurosa y 

constante. Como lo han señalado algunos 

parlamentarios nacionales, el sector agroin-

dustrial es uno de ellos. 

ww Existe un autoritarismo desde lo central y 

por cuenta de ello puede decirse que la 

descentralización está afectada. Infortuna-

damente, el rol de las autoridades locales 

es golpeado a diario fiscal, presupuestal y 

legalmente. 

ww La Constitución política ordena la participa-

ción de los ciudadanos en la formulación 

de políticas públicas y en otros procesos 

que los afectan, mandato que no se está 

cumpliendo a cabalidad, pues no existen 

canales para la participación de grupos que 

no sean étnicos. La participación no debe 

verse como un obstáculo, como una difi-

cultad. Se debe entender como una opor-

tunidad de hacer una tarea mejor desde el 

punto de vista económico y ambiental. 

ww La coordinación entre el Ministerio del Me-

dio Ambiente con los otros y con las ins-

tituciones relacionados con sus asuntos, 

entendiendo que este es un asunto com-

plejo, no da espera. Se requiere formar una 

red y generar la nueva gestión ambiental 

que pide el país. Este proceso requiere vo-

luntad política al más alto nivel.

ww El plan de desarrollo debe basarse e incluir 

las fortalezas ambientales del territorio, lo 
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cual requiere un análisis de las ventajas de 

la biodiversidad, del agua y del uso de los 

territorios no intervenidos. 

ww La incertidumbre actual generada por el 

cambio climático y por la manera como 

afectamos los ecosistemas, debe generar 

un tipo de aproximación distinta. La ges-

tión ambiental no puede ser reactiva, debe 

ser anticipatoria. El país requiere de una 

que sea capaz de prevenir y de tener en 

cuenta el riesgo y la incertidumbre.	

El análisis de Guhl contempla unos plantea-

mientos sobre los dos escenarios que visualiza 

para el futuro de la institucionalidad ambien-

tal, muy pertinentes para el diseño de las nue-

vas propuestas para la institucionalidad. En el 

primero, el tendencial, el panorama actual se 

mantendrá con las acciones que se han desarro-

llado a lo largo de los últimos años, lo cual im-

plica continuar con la pérdida del nivel político, 

la preponderancia de los intereses económicos 

de corto plazo sobre lo ambiental y la falta de 

políticas y visiones de largo plazo 

por la inestabilidad institucional y 

los intereses inmediatos. Es decir, 

el país seguiría avanzando hacia 

la insostenibilidad. Por tanto, el 

ambiente continuará deteriorán-

dose; el Sina seguirá sin operar 

de manera sistémica; la gestión 

ambiental seguirá siendo reac-

tiva, lineal y casuística; los ins-

trumentos económicos seguirán 

sin desarrollarse; los conflictos 

centro-periferia por los proyectos 

de desarrollo nacionales conti-

nuarán aumentando; y la participación seguirá 

siendo limitada y poco efectiva.

Si llegamos a una situación de paz, con el lla-

mado posconflicto, ese escenario tendencial 

puede tener un efecto grave sobre lo am-

biental, pues habrá que contar con proyectos 

de desarrollo para los territorios a los que hoy 

difícilmente se puede acceder por el conflicto 

armado. Si no existen las normas y la capacidad 

instalada del Ministerio y del Sina para realizar-

los, no se podrá contar ellos. 

El otro escenario, el de mejoramiento, depen-

de del exterior. La hipótesis es que la Ocde y 

los TLC tienen un efecto positivo en los asuntos 

medioambientales debido a las exigencias que 

tienen estas organizaciones y tratados. Ello mo-

tivaría también un cambio en el ámbito político, 

pues se generarían intereses distintos en torno 

a lo ambiental y, en general, en el Sina. Por tan-

to, el trabajo se haría de manera sistémica; se 

conservarían y aprovecharían sosteniblemente 

los bienes y servicios ecosistémicos; se disminui-

rían los impactos ambientales de los proyectos 

de desarrollo; y, en general, se tendría una ca-

pacidad real para garantizar los derechos rela-

tivos a lo ambiental y la participación social en 

la gestión.

En el posconflicto, esos efectos impactarían de 

manera positiva la gobernanza ambiental, lo 

cual permitiría que el estado tuviera un mayor 

control y acceso territorial, y que se disminu-

yeran los negocios ilegales en las zonas donde 

hoy está el conflicto. 

Institutos de investigación

Como se dijo, la ley 99 de 1993 dio origen 

también a los institutos de investigación del 

Ministerio del Medio Ambiente, que merecen 

un apartado para su evaluación. Son estructu-

ras de información analizada que sirven al país 

de soporte en la toma de decisiones ambien-

tales para llevarlo al desarrollo en armonía con 

la naturaleza. Para mostrarle el camino hacia al 

desarrollo sostenible. 

En estos veinte años de existencia, los cin-

co institutos pueden mostrar una importante 

producción basada en la investigación que, en 

general, se considera notable y enriquecedora 

para el conocimiento ambiental de Colombia, 

porque ha permitido estudiar y focalizar pro-

blemas ambientales críticos dando luces muy 

importantes. 	

Sin embargo, los institutos no han logrado un 

trabajo como sistema ni un equipo estable de 

investigadores, a pesar de que han conseguido 

desarrollar una comunidad científica y aumen-

“Yo sí creo que el Sina es un 
ejemplo a nivel nacional y 
mundial de un sistema bien 
armado. Tiene mucho para 
mostrar. Ha estado a la van-
guardia en una gran canti-
dad de procesos en el país. 
Hay cosas que se han ido 
debilitando y que es lamen-
table que estén sucediendo 
y mucho más frente a los 
retos que tiene el país”, Ale-
jandro Martínez.
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tar su presupuesto, especialmente en el último 

cuatrienio.

Como señala Leyva en su documento, existe un 

desarrollo desigual entre estas entidades crea-

das para el fomento de la investigación; solo 

dos tienen en cuenta el conocimiento tradicio-

nal: el Instituto Amazónico de Investigaciones 

Científicas (Sinchi) y el Instituto de Investigacio-

nes Ambientales del Pacífico (IIAP). Y, en gene-

ral, todos han padecido la falta de coherencia 

del Ministerio de Ambiente en relación con la 

comprensión y orientación del sistema y han 

sido objeto de tensiones entre universidades, 

entidades y científicos. 

El hecho de que el Sina no haya asimilado e 

internalizado sistémica y efectivamente la in-

vestigación ambiental ha llevado a que los ins-

titutos no trabajen coordinadamente entre sí y 

con el Ministerio. Ese es un paso urgente que 

deben dar para que funcionen como sistema, 

pero, sobre todo, para que operen el Sina y los 

mismos institutos, ya que estos fueron diseña-

dos para trabajar de forma complementaria. 

De esa manera, podrán producir información 

y conocimiento, y esa información y ese cono-

cimiento fluirán a través de todo el Sina, para 

orientar al país en el modelo de desarrollo sos-

tenible. Como señalaron los directores de los 

institutos, hoy más que nunca su conocimiento 

del territorio en el que operan y del campo en 

el que investigan es de suma importancia para 

los procesos que se darán en Colombia en el 

posconflicto.

En esa tarea, además, es muy importante que 

tengan en cuenta a las comunidades. Que 

generen información e investigación para res-

ponder a sus necesidades. Para el antropólogo 

Darío Fajardo, el trabajo en conjunto con ellas 

potencia los alcances de los proyectos que se 

puedan realizar, ya que las comunidades han 

producido su propia información sobre los te-

rritorios y los conocen bien. Los contextos influ-

yen en la labor de los institutos y eso se debe 

tener presente.

A continuación se presenta el balance de cada 

uno. 

Instituto de Hidrología, Meteorología 
y Estudios Ambientales (Ideam)

Creado básicamente para producir, proveer y 

manejar la información y el conocimiento am-

biental del país, es autoridad en las áreas téc-

nicas y científicas de su competencia, hecho 

poco asimilado dentro del Sina y en algunas 

entidades que han tenido serias dificultades 

para entender el nuevo modelo institucional 

ambiental. Esas tensiones y la fusión que tuvo 

el Ministerio en 2002 dieron 

como consecuencia el recorte de 

sus posibilidades de gestión al 

reducírsele el personal y el presu-

puesto. 

Durante los embates del fenó-

meno de la Niña, en 2010-2011, 

cuando asumió el quinto direc-

tor, se evidenció que el Instituto 

no podía seguir empobrecido y 

se reconoció su papel de asesor 

del estado en estas materias. Sin 

embargo, sigue sin el presupues-

to suficiente para sacar adelante 

tareas tan importantes como el 

estudio y seguimiento del cam-

bio climático, el agua, los bosques y la defores-

tación, razón por la cual hace estas tareas de 

forma inestable.

Su actual director, Ómar Franco, asegura que a 

pesar de ello el Ideam ha hecho una labor sor-

prendente al sostener la estructura misma del 

Sina, por ser columna vertebral de los asuntos 

relacionados con desarrollo. Señala que, en ge-

neral, entre los investigadores de los institutos 

se da un individualismo que no ha permitido 

elaborar agendas compartidas y que ha llevado 

a que otros sectores la impongan, por ejemplo, 

las ONG internacionales, que ponen a los insti-

tutos a competir por recursos. Por ello, conside-

ra necesario que los investigadores sean solida-

rios y generosos para hacer equipo. 

Nos definieron una agenda a punta de decre-
tos (…). Necesitamos insertar el conocimien-
to del sector ambiental en esa clara visión de 
desarrollo que no puede seguir siendo frac-
cionada, sino que tiene que ser una visión de 

“La economía verde puede 
ser una salida siempre y 
cuando se aplique el princi-
pio de educación. Avance-
mos en los compromisos y 
en las responsabilidades de 
las empresas y el Ministerio 
vuelva a retomar instrumen-
tos tan importantes, como 
el certificado en sentido 
forestal, que se lo termina-
mos dando al Ministerio de 
Agricultura para otros fines 
que no son necesariamente 
la conservación y la preser-
vación”, Yamile Salinas.
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desarrollo que concite la visión, por supuesto, 
integral de quienes formamos parte del siste-
ma. Nosotros no podemos seguir viendo que 
los sectores se desarrollan a espaldas de la 
verdadera oferta ambiental que tenemos en 
Colombia (…). El ordenamiento y el uso del 
territorio en función del conocimiento, en fun-
ción de la ciencia que podamos manejar, es 
la apuesta más importante que tenemos que 
tener todos los colombianos.

Instituto de Investigaciones 
Marinas y Costeras “José Benito 

Vives de Andréis” (Invemar)

Reformulado y articulado al Sina en 1993, era 

un proyecto de la Universidad de los Andes y 

la Universidad de Gissen, existen-

te desde 1963, que funcionaba 

bajo la tutela de Colciencias. Su 

encargo principal fue “la investi-

gación ambiental básica y aplica-

da de los recursos naturales reno-

vables y el medio ambiente y los 

ecosistemas costeros y oceánicos 

de los mares adyacentes al terri-

torio nacional”. A partir de ello 

emitiría conceptos técnicos sobre 

la conservación y el aprovecha-

miento sostenible de los recursos 

marinos, daría asesoría y apoyo 

científico y técnico al Ministerio 

del Medio Ambiente, a las enti-

dades territoriales y a las Corporaciones Autó-

nomas Regionales. Según Leyva:

Invemar no se diferencia en mucho de una 
estructura académica universitaria de inves-
tigación-extensión, pero tiene limitaciones 
importantes en el momento de responder 
por tareas rutinarias de observación y moni-
toreo de los sistemas naturales y socioeconó-
micos de la región marina y costera del país. 
Su trabajo por proyectos, herencia fuerte de 
Colciencias, le da ventajas notables en la ad-
ministración de la investigación y flexibilidad 
frente a los cambios de énfasis de las políticas 
de gobierno para abordar diferentes aspectos 
del conocimiento marino y costero, pero esto, 
a su vez, tiende a atomizar los trabajos que di-
fícilmente se integran para los análisis estruc-
turales y ecosistémicos y el estudio ambiental 
de las relaciones sociedad-naturaleza y diluye 

sus responsabilidades frente al manejo de los 
sistemas de información ambiental y la gene-
ración de indicadores ambientales.

De igual forma, asegura que en estos años la 

entidad ha logrado consolidar una plataforma 

de investigación; ahora el reto para el gobierno 

es reforzarla con programas estructurales de 

largo plazo, que estén articulados con los otros 

institutos de investigación y corporaciones re-

gionales y tengan una fuerte financiación del 

estado. De esa manera, puede hacer el segui-

miento permanente del ambiente en las áreas 

que le ordena la ley, informar adecuadamente 

y orientar el desarrollo marino y costero de ma-

nera sostenible. 

Instituto de Investigación de Recursos 
Biológicos Alexander von Humboldt

Heredó la tradición y el trabajo de investiga-

ción-acción del Inderena, con sus importantes 

beneficios para las políticas y actividades de 

conservación de la biodiversidad del país, pero 

sin el equipo de investigadores asociado. He-

redó también las diferencias y tensiones exis-

tentes entre el grupo del Inderena y algunos 

sectores académicos universitarios. Su misión 

es la investigación científica y aplicada de los 

recursos bióticos e hidrobiológicos en el terri-

torio continental de la nación. Eso significa que 

las investigaciones que adelante y el banco de 

información que de ellas resulte serán la base 

para el levantamiento y la formación del inven-

tario nacional de la biodiversidad.

Las recomendaciones de Leyva son hacer inves-

tigación a mayor escala y establecer otras sedes 

y estaciones de investigación-acción de desa-

rrollo sostenible en la Orinoquia y en sectores 

de la región andina. También en cercanía de los 

páramos, en la costa atlántica y en los valles in-

terandinos, entre otros. Asimismo, trabajar de 

manera coordinada con universidades, oenegé 

y con los institutos y las corporaciones del Sina, 

y utilizar todo su potencial para “apalancar” un 

proyecto científico de trascendencia nacional.

Brigitte Baptiste, su directora, considera que el 

balance que se hace de los institutos se debe 

“No hay estandarización de 
criterios, los procesos han 
quedado sueltos, no se está 
capitalizando el conocimien-
to de las instituciones del 
sector privado; falta mucho 
de coordinación al interior 
del sector gubernamental. 
Yo creo que el licenciamien-
to ambiental efectivamente 
dejó de ser un instrumento 
de planeación y se ha con-
vertido más en un trámite 
para obtener una licencia”, 
Alejandro Martínez.
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a que han estado “nadando en medio de una 

corriente bastante turbulenta”, que hace com-

plejo hacer ciencia: 

Es complejo sobre todo cuando se trata de 
hacer ciencia para responder precisamente a 
los conflictos, a los modelos de desarrollo y a 
las propuestas de transición (…). No son los 
institutos pequeños, complementarios para 
responder a ciertas preguntas alrededor del 
desarrollo, sino institutos que están en el cen-
tro del cuestionamiento del modelo.

En su concepto existen “dos camisas de fuer-

za” que impiden a los institutos cumplir a caba-

lidad el propósito para el que fueron creados: la 

fuente económica, que de alguna manera les 

resta independencia científica; y la fuerza jurídi-

ca, porque la validación del conocimiento siem-

pre debe terminar en esquemas normativos. 

“Esa camisa es como mínimo tan fuerte o más 

fuerte que la económica, es decir, la de pensar 

que el conocimiento debe traducirse en instru-

mentos de mercado y de regulación económica 

del mercado”. Esas restricciones presupuestales 

y ese diseño institucional, además, restringen la 

capacidad para tener interlocución con la socie-

dad con el fin de reflexionar sobre la biodiversi-

dad, en qué términos se está hablando de ella y 

eso qué efectos tiene.

La propuesta de Baptiste es conseguir que Co-

lombia tenga un plan de acción de biodiversi-

dad que no sea solo para cumplir con los re-

quisitos de los convenios internacionales. Que 

tenga un plan de acción con metas factibles a 

corto, mediano y largo plazo que requiera un 

conocimiento específico que sea producido por 

los institutos.

Instituto Amazónico de Investigaciones 
Científicas (Sinchi) 

Nació de la antigua Corporación de Araracua-

ra (COA), originada en un contexto histórico 

particular y con apoyo científico y participación 

extranjera holandesa, con el objetivo de hacer 

y divulgar estudios e investigaciones científicas 

de alto nivel relacionados con la realidad bioló-

gica, social y ecológica de la región amazónica. 

Su trabajo ha permitido importantes avances en 

el conocimiento y acción de esa zona del país, 

con un apoyo notable a la institucionalidad y a 

las poblaciones locales. De acuerdo con Leyva:

Una larga experiencia en la región, infraes-
tructura, documentos, laboratorios, parcelas 
de estudio, colecciones, relaciones, equipo 
humano comprometido y una dirección deci-
dida, han hecho posible acrecentar y aquilatar 
un acumulado de conocimientos y experien-
cias que es necesario fortalecer y aprovechar 
para la toma de decisiones y orientación de 
procesos en busca del desarrollo sostenible 
de la amazonia colombiana (…). Se puede 
decir que en términos generales el Sinchi ha 
cumplido con su misión en estos veinte años, 
dentro de las restricciones financieras y de 
apoyo central.

Las recomendaciones para esta 

entidad están relacionadas con 

el fortalecimiento presupuestal 

y el apoyo más decidido del Mi-

nisterio; la definición y precisión 

acerca de los niveles de trabajo 

y de investigación para que se 

establezcan programas con apro-

ximación macro a la región, por 

ejemplo, estudios de los grandes 

procesos y fenómenos naturales 

y socioeconómicos y su inciden-

cia en lo natural. Y trabajar en 

conjunto con los otros institutos. 

Para Luz Marina Mantilla, directora del Sinchi, 

es claro ese papel articulador de la investiga-

ción, como lo es también el principio que rige a 

los institutos: la unidad de la diversidad. 

Eso es lo que somos, somos una unidad del 

conocimiento y una diversidad por el efecto 

territorial efectivamente en el que el que esta-

mos, y eso tiene que influenciar, y de alguna 

manera, que somos un país de los Andes, so-

mos un país del Caribe, pero también somos 

un país de la selva. El 42% de nuestro territo-

rio está inmerso en las selvas de la Colombia 

profunda, de las selvas amazónicas, donde 

hay una interacción muy interesante entre co-

munidades indígenas, colonos y campesinos, y 

eso hace que nuestro trabajo sea de conectar 
de alguna forma lo que pasa en el país.

“Tenemos que compaginar 
el sector público con el sec-
tor privado. El [público] tie-
ne la plata, 300 millones de 
dólares, pero de una u otra 
manera lo está invirtiendo 
en un seminario por aquí 
chiquito, en una carreterita 
por acá, y realmente el sec-
tor ambiental no ha tenido 
recursos de fondo para po-
der hacer todo lo que tiene 
que hacer”, Eduardo Verano.
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Instituto de Investigaciones                 
 Ambientales del Pacífico                       

John von Neumann 
(IIAP)

Investigar el medio ambiente del litoral pacífico 

y del Chocó biogeográfico fue la misión que le 

encomendó la norma a este instituto. Desde su 

conformación hasta hoy, ha sufrido todas las si-

tuaciones que afectan esta región y que resume 

su director actual, William Klinger: 

Hacen aparición en el territorio todas las mani-
festaciones de grupos armados ilegales: Águi-
las Negras, Rastrojos, ELN, Farc, Bacrim, que 
terminan dándole a Buenaventura y a Quibdó 
los rótulos de las ciudades con mayor núme-
ro de homicidios y de pobreza extrema, pero 
también con el mayor desempleo del país. A lo 
que se agrega la presencia estatal insuficiente 
por las dificultades territoriales, lo cual hace 
que la mayor parte de las actividades produc-
tivas en el territorio sean ilegales.

A pesar de ello, Klinger asegura que se han 

diseñado corredores biológicos 

para la conservación y el flujo de 

especies, elaborado la estructu-

ra ecológica principal del Chocó 

geográfico y conocido las par-

ticularidades biológicas con las 

que cuenta la región. 

Por todo esto, Leyva destaca que 

“se logró algo único: la confor-

mación de un instituto de investi-

gación con amplia participación y 

representación de las comunida-

des del Pacífico”. Y esto también 

ha tenido sus dificultades: com-

paginar la investigación científica 

formal con las concepciones e 

intereses de las comunidades, la falta de recur-

sos de todo orden y la poca experiencia de tipo 

académico, administrativo y de formulación de 

proyectos de los profesionales de la región. En 

esto ha sido muy importante el papel de las uni-

versidades, en especial de la Universidad Tecno-

lógica del Chocó.

Entre las recomendaciones que se dan al insti-

tuto están la de fortalecer sus relaciones con las 

“Tenemos que prepararnos 
para dicho ejercicio [pos-
conflicto] y creemos firme-
mente como gobierno que 
este es un escenario viable, 
realizable [pero es preocu-
pante porque] no tenemos 
el inventario nacional fo-
restal. Somos uno de los 
pocos países en Latinoa-
mérica que no lo tiene y que 
requiere el país para poder 
administrar, para poder ma-
nejar, para poder ordenar el 
territorio”, Ómar Franco, di-
rector del Ideam.

universidades y solicitar al gobierno central y al 

Sina su participación en el esfuerzo que hace a 

diario. “Más allá de la integración de informa-

ción, requerimos de un acompañamiento de la 

academia, no solo para que hagamos juntos los 

trabajos sino para que bajemos la información 

a niveles comprensibles de esos consejos comu-

nitarios y resguardos indígenas recónditamente 

ubicados en el Chocó biogeográfico”, señala 

Klinger.

Propuestas o recomendaciones

ww Los institutos deben revisar sus progra-

mas y ajustarlos al objeto por el cual fue-

ron creados según la ley 99 de 1993 y los 

decretos reglamentarios. En ese sentido, 

deben trabajar como sistema, en equipo. 

Por tanto, deben verificar y evaluar sus pro-

gramas y proyectos para asegurarse de que 

son complementarios. Es conveniente que 

establezcan mecanismos de control y verifi-

cación de la operación sistémica. 

ww Los institutos fueron creados para apoyar 

al Sina y la sociedad; en consecuencia, sus 

proyectos y programas deben responder 

a las necesidades del sistema y servir a la 

toma de decisiones de la sociedad.

ww Deben establecer plataformas de informa-

ción que se alimenten de datos perma-

nentes y se diseñen sobre la base de las 

necesidades de la ciencia. Las estructuras 

de información deben apoyar la investi-

gación básica y aplicada y a la vez nutrirse 

de sus resultados. De igual forma, deben 

ponerse al alcance de todos; para ello, se 

recomienda modificar y simplificar las pági-

nas de internet de los institutos, para per-

mitir una consulta rápida y eficaz. Todos los 

trabajos y resultados de los contratos de-

ben estar al alcance del público.

ww Es necesario expedir una norma para el 

manejo y uso de la información. El actual 

sistema es deficiente, la información está 

restringida, se cobran algunos datos. La in-

formación debe ser de libre acceso, condi-

cionada a su buen uso. Los informes sobre 

el estado del ambiente hechos por los insti-
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tutos deben estandarizarse y deben ser los 

diagnósticos para buscar sus programas.

ww El aparato científico de información debe 

ser una rama independiente del poder. Eso 

significa que no debe estar sometido a la 

intervención o restricción de una decisión 

política, o del gobernante de turno. Debe 

ser autónomo para darle señales al país, a 

la sociedad, de manera libre, autónoma e 

independiente. 

Epílogo

A manera de cierre de esta relatoría, resta decir 

que las conclusiones presentadas, las principa-

les según la subjetividad del relator, se conciben 

y presentan a manera de estímulo para conti-

nuar con los análisis sobre la institucionalidad 

ambiental colombiana y proponer visiones y 

acciones que permitan corregir el rumbo de la 

política ambiental, reorientándola hacia la bús-

queda de la sostenibilidad.

Por su posición en el planeta, por su geología, 

Colombia tiene unas condiciones naturalesque 

hacen que sea uno de los países más ricos en 

biodiversidad y agua del mundo, y que todavía 

tenga una enorme cantidad de espacio poco 

intervenido. Tesoros que pueden ser aprovecha-

dos de la mejor manera en una nueva política 

ambiental. En un nuevo modelo de desarrollo 

que lleve al país a la sostenibilidad.

www.foronacionalambiental.org.co
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